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CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS 

 

Voto Parcialmente Disidente del Juez Manuel E. Ventura Robles 
 
 

 
 
 Mi disidencia parcial sobre el punto resolutivo 15 de la presente Sentencia 

sobre el Caso Manuel Cepeda Vargas vs. Colombia, “en relación con la 

determinación de la indemnización por la pérdida de ingresos”, versa 

específicamente sobre el criterio que adoptó la mayoría de los Jueces de la Corte 

para determinar el monto por pérdida de ingresos, que valoró positivamente lo 

actuado en esta materia por los tribunales internos en el caso sub judice y estimó 

como razonable, en términos de la jurisprudencia de la Corte, lo resuelto en dichas 

instancias. 

 

 Textualmente, la Sentencia dice lo siguiente en el párrafo 246: 

 

246. La Corte considera que de existir mecanismos nacionales para 

determinar formas de reparación, esos procedimientos y resultados 

pueden ser valorados (supra párr. 139). Si esos mecanismos no 

satisfacen criterios de objetividad, razonabilidad y efectividad para 

reparar adecuadamente las violaciones de derechos reconocidos en la 

Convención declaradas por este Tribunal, corresponde a éste, en 

ejercicio de su competencia subsidiaria y complementaria, disponer 

las reparaciones pertinentes. En este sentido, ha sido establecido que 

los familiares del Senador Cepeda Vargas tuvieron acceso a los 

tribunales contencioso administrativos, los que determinaron una 

indemnización por pérdida de ingresos con criterios objetivos y 

razonables. En consecuencia, la Corte valora positivamente lo 
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actuado por los tribunales internos en este caso1 y estima que lo 

fijado en esas instancias es razonable en los términos de su 

jurisprudencia. 

 

Este texto aprobado por la mayoría de los Jueces de la Corte, adoptó un 

criterio que no comparto sobre la naturaleza subsidiaria de la protección 

internacional de los derechos humanos en el Sistema Interamericano, y sobre la 

naturaleza de la jurisdicción o competencia obligatoria de la Corte Interamericana 

de Derechos Humanos. 

 

 El principio de complementariedad y subsidiariedad del Sistema 

Interamericano de Derechos Humanos se recoge en el párrafo segundo del 

Preámbulo de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, que a la letra 

dice: 

 

Reconociendo que los derechos esenciales del hombre no nacen del 

hecho de ser nacional de determinado Estado, sino que tienen como 

fundamento los atributos de la persona humana, razón por la cual 

justifican una protección internacional, de naturaleza convencional 

coadyuvante o complementaria de la que ofrece el derecho interno 

de los Estados americanos; 

 

Y en el artículo 46.1.a) de la citada Convención que establece lo siguiente: 

 

1. Para que una petición o comunicación presentada conforme a los 

artículos 44 ó 45 sea admitida por la Comisión, se requerirá: 

 

                                                 
1  Cfr. Caso de la Masacre de La Rochela Vs. Colombia. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 11 de mayo de 2007. 
Serie C No. 163, párr. 245. 
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a) que se hayan interpuesto y agotado los recursos de la jurisdicción 

interna, conforme a los principios del Derecho Internacional 

generalmente reconocidos; 

 

En cuanto a la naturaleza y funciones de la competencia obligatoria de la 

Corte, la Convención es parca, pero lo suficientemente clara para precisar lo 

fundamental sobre ésta. Así el artículo 62.1 de la Convención dispone que: 

 

1. Todo Estado parte puede, en el momento del depósito de su 

instrumento de ratificación o adhesión de esta Convención, o en 

cualquier momento posterior, declarar que reconoce como obligatoria 

de pleno derecho y sin convención especial, la competencia de la 

Corte sobre todos los casos relativos a la interpretación o aplicación 

de esta Convención. 

 

Todos estos textos, donde se define la subsidiariedad del Sistema 

Interamericano, lo que significan es que hay un antes y un después, uno o varios 

procesos internos y uno internacional ante la Comisión Interamericana y otro ante 

la Corte Interamericana, cada uno con sus procedimientos y límites propios, que 

ninguno de los cuales debe, en razón de esto, invadir criterios o etapas de los 

otros, los que tienen su propia naturaleza en razón del fin que cada uno cumple. 

Así, el criterio o el procedimiento para determinar una reparación o monto que se 

determine en la jurisdicción interna, es un elemento, entre otros, para legitimar el 

sometimiento o no del caso ante la Corte o para encontrar una solución amistosa, 

pero no un criterio para fallar un aspecto de un caso ya sometido a la jurisdicción 

de la Corte, tal y como lo explicita el artículo 62.1 de la Convención. La naturaleza 

de la jurisdicción de la Corte es única e indivisible y como consecuencia de esto, 

los montos o el monto de una reparación lo determina la Corte siguiendo sus 

propios procedimientos, criterios y costumbres y no los de la jurisdicción interna, 
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por razonable que sea el monto fijado o por apropiado el procedimiento seguido, 

como ocurrió con el Consejo de Estado de Colombia en este caso. El actuar 

apropiado de un órgano interno no es razón suficiente para que la Corte, en uso 

de su jurisdicción o competencia contenciosa, asuma partes de ese procedimiento 

interno. 

 

 Este tema de la unicidad e indivisibilidad de la jurisdicción de la Corte fue 

abordado por los Jueces Antônio A. Cançado Trindade y Máximo Pacheco Gómez 

en su voto razonado conjunto en el caso Las Palmeras vs. Colombia, en el que 

señalan expresamente que: 

 

En nuestro entender, es imprescindible que la propia Corte 

Interamericana determine la responsabilidad internacional del Estado 

bajo la Convención Americana, sin que sea necesario hacer un renvoi a 

decisiones de tribunales nacionales. Además, en el presente caso el 

propio Estado adoptó una actitud positiva en el procedimiento ante 

este Tribunal internacional, tomando la iniciativa de reconocer su 

responsabilidad internacional bajo el artículo 4 de la Convención 

Americana […]   

 

La responsabilidad del Estado en derecho interno no coincide 

necesariamente con su responsabilidad en derecho internacional. En el 

cas d'espèce, las dos sentencias de la Sala de lo Contencioso 

Administrativo del Consejo de Estado constituyeron un paso positivo, al 

haber declarado, respectivamente, la responsabilidad patrimonial del 

Estado […] y la responsabilidad administrativa del Estado […]. Sin 

embargo, a la luz de la Convención Americana, no nos parece 

suficiente, y aún menos definitivo, lo decidido por la jurisdicción 

contencioso-administrativa nacional. 
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En principio, la res judicata en derecho interno no es vinculante para 

un tribunal internacional como la Corte Interamericana. Cabe a esta 

última determinar motu propio la responsabilidad del Estado Parte por 

violación de la Convención Americana, un tratado internacional. La 

Corte no puede abdicar de proceder a esta determinación, ni siquiera 

en la hipótesis en que la decisión de un tribunal nacional sea 

enteramente coincidente con la suya en cuanto al fondo. De otro 

modo, esto conduciría a un total relativismo jurídico, ilustrado por la 

"convalidación" de una decisión de un tribunal nacional cuando es 

considerada conforme a la Convención, o la determinación de que no 

genera, o no debe generar, efectos jurídicos […] cuando es 

considerada incompatible con la Convención Americana. 

 

Recuérdese [… que] la Corte Interamericana ponderó que “en la 

jurisdicción internacional las partes y la materia de la controversia son, 

por definición, distintas de las de la jurisdicción interna”2, por cuanto el 

aspecto sustantivo de la controversia ante la Corte es si el Estado 

demandado ha violado las obligaciones internacionales que contrajo al 

tornarse Parte en la Convención.  

 

Desde la óptica de la Corte Interamericana, lo único definitivo es su 

propia determinación de la compatibilidad o no con la Convención 

Americana de actos y prácticas administrativas, leyes nacionales y 

decisiones de tribunales nacionales del Estado demandado. Nadie 

cuestiona el principio de la subsidiariedad de la jurisdicción 

internacional, la cual se refiere específicamente a los mecanismos de 

protección; tampoco hay que perder de vista que, en el plano 
                                                 
2  Caso Cesti Hurtado Vs. Perú. Excepciones Preliminares. Sentencia de 26 de enero de 1999. Serie C No. 49, párr. 47.  
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sustantivo, en el presente dominio de protección las normas de los 

ordenamientos jurídicos internacional e interno encuéntranse en 

constante interacción, en beneficio de los seres humanos protegidos.3  

 

 Por lo expuesto anteriormente salvo mi voto en relación con el párrafo 

resolutivo 15 antes citado, ya que la Corte debió haber fijado el monto de la 

reparación por pérdida de ingresos en uso de su propia jurisdicción y no tomar 

criterios expuestos por un tribunal interno que sirve a otros fines jurisdiccionales. 

El estar de acuerdo con un determinado monto no es razón suficiente para que la 

Corte Interamericana, que ha asumido jurisdicción en un caso, no determine el 

monto de una pérdida de ingresos motu propio y de acuerdo con las normas y 

prácticas del derecho internacional de los derechos humanos, y haga propia la 

decisión de un tribunal de otra jurisdicción, de naturaleza interna, que interpreta y 

aplica normas que no necesariamente son las de la Convención Americana sobre 

Derechos Humanos. La subsidiariedad estriba precisamente en la habilitación de 

una nueva jurisdicción internacional, la interamericana de protección de los 

derechos humanos, y no en asumir como propios criterios de otra jurisdicción, la 

interna, que precisamente terminó de ejercer sus funciones al habilitarse la 

internacional. Consecuentemente, el principio de subsidiariedad no fue claramente 

aplicado por la mayoría de los Jueces en el cas d’espèce. 

 

 

 

 

Manuel E. Ventura Robles 

Juez 

 

 
                                                 
3  Caso Las Palmeras Vs. Colombia. Fondo. Sentencia de 6 de diciembre de 2001. Serie C No. 90. Voto Razonado 
Conjunto de los Jueces A.A. Cançado Trindade y M. Pacheco Gómez, párrs. 2 a 6. 
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Pablo Saavedra Alessandri 

Secretario 


